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instalada y en funcionamiento careciendo de la autorización
de instalación. Y las circunstancias concretas del caso pueden
servir, como ha ocurrido en el presente supuesto, para realizar
una valoración ponderada de la sanción a imponer, graduando
la debida adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo
de la infracción y la sanción aplicada, como así se requiere
en el art. 131.3 de la Ley 30/1992, y en el artículo 55.2
del Reglamento, lo que no pueden conducir es a la exención
de la responsabilidad por la infracción administrativa cometida,
máxime cuando el artículo 131 diseña el principio de pro-
porcionalidad en exclusiva atención a la sanción administra-
tiva, y no al resto de medidas restrictivas de los derechos
subjetivos del administrado que puedan decretarse a lo largo
del procedimiento sancionador, de las que se ocupan otros
distintos preceptos y que no vienen al caso que nos ocupa
y tan sólo obliga con carácter general a que la naturaleza
de la represión de las infracciones administrativas sea ade-
cuada a la naturaleza del comportamiento ilícito, y especí-
ficamente impone un deber de concretar la entidad de la san-
ción a la gravedad del hecho, concluyendo que el principio
de proporcionalidad obliga a que en su aplicación se haga
depender la cuantía exacta de la sanción de la concurrencia
en la comisión del ilícito de determinados perfiles o circuns-
tancias, porque afirmar lo contrario supone conferir a la Admi-
nistración una facultad discrecional para imponer la sanción
que estime oportuna. Dichos perfiles o circunstancias son los
llamados “criterios de dosimetría punitiva”, donde una Sen-
tencia del Tribunal Supremo de 10 de julio de 1985 señala:

“(...) el juego de la proporcionalidad le obliga a tomar
en cuenta las circunstancias objetivas y subjetivas que a la
contravención rodean, evitando así ejercitar la discrecionalidad
más allá de lo que consientan los hechos determinantes del
acto administrativo, que son los que se delimitan y acotan
el ámbito de las facultades de graduación de la sanción y
señalan la diferencia entre su correcto ejercicio y la arbitra-
riedad (...).”

Fundamentado en todo lo anterior, hay que concluir que,
en el caso que nos ocupa, los hechos imputados deben ser
tenidos por ciertos al haber sido objeto de comprobación por
inspección directa de los agentes que formularon la denuncia
y no deducir el interesado en las actuaciones hasta ahora
practicadas prueba alguna que desvirtúe la imputación de la
infracción cometida, ya que nada desvirtúa una simple nega-
ción de los hechos denunciados, valorándose todas las cir-
cunstancias, y, por tanto, debemos desestimar las alegaciones
por considerar que la sanción se ajusta a Derecho, adecuán-
dose al principio de legalidad y tipicidad -principios presentes
en todo procedimiento sancionador-, debido principalmente
a la gravedad de los hechos que se han considerado probados,
máxime cuando el interesado no ha aportado ningún docu-
mento o prueba fehaciente que acredite la ausencia de res-
ponsabilidad en los hechos por los cuales se abrió el corres-
pondiente expediente administrativo y valorando la circuns-
tancia que durante el período de tiempo que tuvo instalada
la máquina en el establecimiento sin la correspondiente auto-
rización le estaba produciendo al recurrente un beneficio eco-
nómico, por lo cual se considera que la sanción impuesta
se encuentra suficientemente motivada por las circunstancias
anteriormente descritas.

En lo atinente a la prueba que aporta la interesada, un
boletín de instalación que dice ser de la segunda máquina
instalada en el local, no se puede estimar dicha prueba como
concluyente o eficaz, para que produzca un resultado graciable
a la interesada, ya que la autorización de instalación adjuntada
al expediente es la relativa a la máquina con número de ma-
trícula MA-004575, modelo Cirsa Jalisco, es decir, la máquina
expedientada y que fue autorizada días después del acta de
denuncia, y, por tanto, desde ese momento decae la fuerza
probatoria del citado documento.

I V

Con respecto a la responsabilidad de la sancionada por
la infracción administrativa constatada, baste expresar que
para que exista infracción administrativa, en cuanto acción
típicamente antijurídica, no es necesario que junto a la volun-
tariedad del resultado se dé el elemento del dolo o la culpa,
sino que dichas conexiones psicológicas únicamente habrán
de tenerse en cuenta como elemento modal o de graduación de
la sanción administrativa, y así se expresa la sentencia del
Tribunal Supremo de 5 de junio de 1989:

“dado el carácter cuasi penal de la actividad administrativa
sancionadora, uno de los elementos esenciales para la exis-
tencia de infracción es la culpabilidad del sancionado, cul-
pabilidad apreciable en toda la extensión de sus diversas gra-
duaciones, de dolo y clases de culpa.”

En igual sentido se expresa la sentencia del mismo Tri-
bunal de 5 de diciembre de 1987. Igualmente, la sentencia
del Tribunal Constitucional de 28 de abril de 1990, número
76/90, aunque referida al procedimiento sancionador en mate-
ria tributaria, mantiene que en materia de infracciones admi-
nistrativas “sigue rigiendo el principio de culpabilidad (por dolo,
culpa o negligencia grave y culpa o negligencia leve o simple
negligencia)”.

Vistos la Ley 2/86, de 19 de abril, del Juego y Apuestas
de la Comunidad Autónoma de Andalucía; el Reglamento de
máquinas recreativas y de azar, aprobado por Decreto 491/96,
de 19 de noviembre, y demás normas de general y especial
aplicación, resuelvo desestimar el recurso interpuesto, con-
firmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden de
18.6.2001), Fdo.: Sergio Moreno Monrové.»

Sevilla, 8 de mayo de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 8 de mayo de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la Reso-
lución adoptada por el Consejero de Gobernación al
recurso de alzada interpuesto por don Francisco Gra-
nados Marrón, en representación de Horno San Fran-
cisco Javier, SL, contra otra dictada por el Delegado
Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria en
Sevilla, recaída en el Expte. núm. 438/99 AC.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Horno San Francisco Javier, S.L.», de la Reso-
lución adoptada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación
al recurso administrativo interpuesto contra la dictada por el
Ilmo. Sr. Delegado de la Consejería de Trabajo e Industria
en Sevilla por la presente se procede a hacer pública la misma,
al no haberse podido practicar en su domicilio, reproducién-
dose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
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pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don Francisco
Granados Marrón, actuando en nombre y representación de
Horno San Francisco Javier, S.L., contra la Resolución de la
Delegación Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria
de Sevilla, de fecha 21 de febrero de 2000, recaída en el
expediente sancionador 438/99 AC, instruido por infracción
en materia de protección al consumidor, resultan los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La Delegada Provincial de la Consejería de Tra-
bajo e Industria de Sevilla dictó la Resolución de referencia,
por la que se impone a Horno San Francisco Javier, S.L.,
una sanción de cien mil pesetas (100.000 ptas.), es decir,
seiscientos un euros con un céntimo (601,01 euros), como
responsable de infracción administrativa calificada de leve,
de conformidad con el artículo 6 del Real Decreto 1945/83,
de 22 de junio, por el que se regulan las infracciones y san-
ciones en materia de defensa del consumidor y de la pro-
ducción agroalimentaria, y 36 de la Ley 26/1984, de 19 de
julio, General de Defensa de los Consumidores y Usuarios,
y tipificada en el artículo 3.3.6 del R.D. 1945/83, de 22
de junio, citado, en relación con los preceptos contenidos en
los artículos 2 y 5.1 del Decreto 171/1989, de 11 de julio
(BOJA núm. 63, de 3 de agosto de 1989), por los siguientes
hechos: “Por funcionarios adscritos a la Delegación y según
consta en acta núm. 2043/99, de 25 de mayo de 1999,
se giró visita de inspección al establecimiento de restauración
Horno San Francisco Javier, sito en C/ Espinosa y Cárcel,
núm. 6, de esta capital, del que es titular la firma encartada.
En el momento de la inspección no se disponía de libro de
hojas de reclamaciones”.

Segundo. Contra la anterior Resolución, don Francisco
Granados Marrón, actuando en nombre y representación de
Horno San Francisco Javier, S.L., interpone en tiempo y forma
escrito al que ha de darse la forma de recurso de alzada,
en el que alega, en síntesis:

- Duplicidad de expedientes sancionadores, por haber
incoado dos expedientes y dos resoluciones sancionadoras por
el mismo hecho.

- Reconoce que en el momento de la inspección no se
encontraba en el local el libro de hojas, el cual estaba en
el Excmo. Ayuntamiento de Sevilla por motivo de otra ins-
pección.

- Subsidiariamente, imponer la sanción mínima.

A los anteriores hechos les son de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001, por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. El recurrente está legitimado para la interpo-
sición del presente recurso, conforme a lo dispuesto en el

artículo 32 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.

Tercero. Las alegaciones vertidas en el recurso no pueden
ser tenidas en cuenta a tenor de lo dispuesto en el artícu-
lo 112.1, segundo párrafo, de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre: “No se tendrán en cuenta en la resolución de los
recursos hechos, documentos o alegaciones del recurrente
cuando, habiendo podido aportarlos en el trámite de alega-
ciones, no lo haya hecho”. El Acuerdo de Iniciación del expe-
diente sancionador fue notificado correctamente, como se acre-
dita con acuse de recibo de 28 de octubre de 1999 obrante
al folio 6 de las actuaciones, sin que presentase alegaciones.

Cuarto. No se produce duplicidad de expedientes CSM
229/99 y CSM 438/99, ni es de aplicación el principio “non
bis in idem”, toda vez que las actuaciones inspectoras son
de fechas 9 de febrero de 1999 (Ayuntamiento de Sevilla)
y 25 de mayo de 1999 (Servicio de Consumo de la Dele-
gación), respectivamente; es decir, hay tres meses de dife-
rencia entre una y otra. Se trata de hechos independientes
ocurridos en momentos distintos, dando lugar a infracciones
que deben ser sancionadas por separado, habida cuenta que,
además, el Libro de Hojas de Quejas/Reclamaciones ha de
estar a disposición del consumidor, como expresa la normativa
(artículo 5.2 del Decreto 171/89), “en cualquier momento”.

En consecuencia, respecto a las normas infringidas, ha
quedado claro cuáles han sido y están perfectamente deli-
mitadas.

Debe observarse, igualmente, que al expediente sancio-
nador CSM 438/99 AC no se formularon alegaciones, no obs-
tante lo recogido en acta de inspección como manifestaciones
del interesado.

Quinto. El contenido del artículo 5.1, antes transcrito en
parte, también es el argumento que ha de utilizarse para con-
testar al recurrente en cuanto al lugar donde se encontraba
el libro de reclamaciones, que, como reconoce, no se encon-
traba en el establecimiento, sin que sus alegaciones le exoneren
de responsabilidad.

Sexto. La infracción cometida ha sido sancionada en su
grado mínimo, de acuerdo con el artículo 36 de la Ley 26/84,
de 19 de julio, conforme al cual las infracciones leves son
sancionables con multas de hasta 500.000 ptas.

En orden a la inexistencia de mala fe que aduce la
recurrente en defensa de su pretensión, cabe citar el art. 1301
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, del que, interpretado “a sensu contrario”,
resulta que la responsabilidad en el ámbito del procedimiento
sancionador es apreciable aun a título de simple inobservancia,
siendo de resaltar, además, que la culpabilidad, como tal,
sólo es excluible en supuestos de caso fortuito o fuerza mayor.

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley 5/1985, de
8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en Andalucía;
el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se regulan las
infracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor
y de la producción agroalimentaria; el Decreto 171/1989, de
11 de julio, por el que se regulan las hojas de quejas y recla-
maciones de los consumidores y usuarios en Andalucía; la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común; el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto,
Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la Potestad
Sancionadora, y demás disposiciones concordantes y de gene-
ral aplicación, esta Secretaría General Técnica
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R E S U E L V E

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Fran-
cisco Granados Marrón, actuando en nombre y representación
de Horno San Francisco Javier, S.L., contra la Resolución de
la Delegación Provincial de la Consejería de Trabajo e Industria
de Sevilla, de fecha 21 de febrero de 2000, recaída en el
expediente sancionador 438/99 AC, instruido por infracción
en materia de protección al consumidor, confirmando la Reso-
lución recurrida en sus propios términos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 8 de marzo de 2002. El Secretario General
Técnico, P.D. (Orden de 18.6.01), Fdo.: Sergio Moreno
Monrové.»

Sevilla, 8 de mayo de 2002.- El Secretario General
Técnico, Sergio Moreno Monrové.

RESOLUCION de 8 de mayo de 2002, de la Secre-
taría General Técnica, por la que se notifica la Reso-
lución adoptada por el Consejero de Gobernación al
recurso de alzada interpuesto por don Antonio González
Moral, en representación de Gran Club de Vacaciones,
SA, contra otra dictada por el Delegado Provincial de
la Consejería de Trabajo e Industria en Almería, recaída
en el Expte. núm. 119/99.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
a la recurrente «Gran Club de Vacaciones, S.A.» de la Reso-
lución adoptada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación
al recurso administrativo interpuesto contra la dictada por el
Ilmo. Sr. Delegado de la Consejería de Trabajo e Industria
en Almería, por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio, repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«Visto el recurso de alzada interpuesto por don Antonio
González Moral, en nombre y representación de “Gran Club
de Vacaciones, S.A.”, y domicilio en C/ Ponent, núm. 1,
Local 7, de Calpe (C.P. 03710, Alicante), contra la Resolución
de la Delegación Provincial de la Consejería de Trabajo e Indus-
tria en Almería, de 31 de enero de 2000, recaída en expediente
núm. 119/99.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Como consecuencia del expediente instruido
reglamentariamente, se dictó la Resolución que ahora se
recurre, en la que se sanciona a la empresa citada con sanción
de dos mil setecientos cuatro euros con cincuenta y cinco
céntimos (2.704,55 E), o, lo que es igual, cuatrocientas cin-
cuenta mil pesetas, incoado con ocasión de la reclamación
número 877/98, de fecha 13 de noviembre de 1998, se con-
sideró que la actividad de la empresa encartada constituía
un supuesto de publicidad engañosa del artículo número 4

de la Ley 34/88, de 11 de noviembre, General de Publicidad,
y una infracción recogida en los artículos 34.6 de la Ley
26/1984, de 19 de julio, y 5.1 del Real Decreto 1945/83,
de 22 de junio, todo ello en relación con los artículos 3.13
del Real Decreto citado, así como de los artículos 34.6, 34.8
y 35 de la Ley 26/84, de 19 de julio.

Segundo. La Resolución de fecha 31 de enero de 2000
fue notificada al interesado el día 8 de febrero de 2000, quien
interpuso recurso de alzada mediante escrito que fue presen-
tado y certificado en la Oficina de Correos de Málaga el día
9 de marzo de 1999.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación del Consejero, para conocer y resolver el pre-
sente recurso, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, y 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, en relación con el Decreto del Presidente
6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración de Consejerías;
el Decreto 138/2000, de 16 de mayo, por el que se aprueba
la Estructura Orgánica de la Consejería de Gobernación, modi-
ficado por Decreto 373/2000, de 16 de mayo, y la Orden
de 18 de junio de 2001 por la que se delegan competencias
en diversas materias en los órganos de la Consejería.

Segundo. Notificada la Resolución recurrida al interesado
el día 8 de febrero de 2000, éste interpone recurso de alzada
el día 9 de marzo, por tanto, fuera del plazo de un mes esta-
blecido para la interposición del recurso de alzada en el artícu-
lo 115 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, en su redacción
dada conforme a la Ley 4/1999, de 13 de enero, y ello porque,
conforme a la reiterada Jurisprudencia del Tribunal Supremo,
el dies ad quem en el cómputo del plazo por meses se deben
tener como punto de referencia el día siguiente a la notificación,
de tal modo que el plazo expira a las 24 horas del día inmediato
anterior al correlativo ordinal del mes correspondiente; en este
mismo sentido se pronuncia la Sentencia del Tribunal Cons-
titucional 32/1989, de 13 de febrero, al decir que con el
“sistema de fecha a fecha”, “el plazo se inicia al día siguiente
de la notificación y tiene como último día hábil el del mes
correspondiente que coincida con aquél en que se realizó la
notificación, a no ser que ese último día fuera inhábil”.

Teniendo en cuenta el carácter extemporáneo del recurso
presentado, no se entra a conocer el fondo del asunto.

Tercero. Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios; la Ley
5/1985, de 8 de julio, de los Consumidores y Usuarios en
Andalucía; el R.D. 1945/83, de 22 de junio, por el que se
regulan las infracciones y sanciones en materia de defensa
del consumidor y de la producción agroalimentaria; la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común; el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, Regla-
mento del Procedimiento para el ejercicio de la Potestad San-
cionadora, y demás disposiciones concordantes y de general
aplicación, esta Secretaría General Técnica

R E S U E L V E

No admitir a trámite, por extemporáneo, el recurso de
alzada interpuesto por don Antonio González Moral contra la
Resolución de la Delegación Provincial de la Consejería de
Trabajo e Industria de Almería, de fecha referenciada, recaída
en el expediente sancionador núm. PC-119/99, confirmando
la Resolución recurrida en sus propios términos.


